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A mi familia y esa fuerza divina que me guía, 





El delito de contaminación sonora es un tipo penal que no está acentuado por el 
legislador de la mejor manera, se encuentra inmerso dentro del delito de 
contaminación ambiental; donde el bien jurídico protegido es el ambiente, la 
atmosfera y sus componentes, empero por esta situación se hace extenso su 
radio de protección, aunado a ello, tiene una desventaja aplicativa al no poder 
subsumirlo concretamente por la difusa realidad de los representantes de 
personas jurídicas o entes privados. 
 
En el primer capítulo veremos cómo se ha ido implementando la regulación de 
esta institución penal, se explica la evolución del mismo acorde con la 
actualización de los sectores de producción empresarial. De la misma manera se 
hará una explicación a cerca de las agravantes. 
Posteriormente se realiza un análisis de tipicidad objetiva y subjetiva como 
también de los ámbitos problemáticos en los que se acentúa el tipo penal; se 
analiza la clasificación del delito, determinamos cuando se realiza su 
consumación y las formas de comisión del mismo. 
 
El punto medular del análisis del delito de contaminación sonora está basado en 
el procedimiento de las mediciones de emisiones de ruido para establecer cuando 
se estaría inmerso dentro de un proceso penal y cuando solo tiene  injerencia 
administrativa; así mismo, resaltamos la diferencia que existe en los límites 
establecidos como estándares de Calidad Ambiental y su aplicación con la 
exigencia y existencia de parámetros como Límites Máximos Permisibles de 
contaminación sonora. 
Posteriormente se establece la aplicación de consecuencias accesorias como 
sanción penal de las personas jurídicas y los requisitos que deberán anteceder 
para su configuración y su posterior ejecución. 
 
Una vez analizado los ámbitos de desarrollo del tipo penal en el último capítulo 
nos basamos en los hechos del expediente materia de análisis con la finalidad de 
realizar críticas constructivas a cerca de la aplicación y el procedimiento penal 
que se le dio en su conjunto; en consecuencia trataremos de validar o invalidad 
un debate respecto de la tipicidad en el delito de contaminación sonora. 
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The crime of noise pollution is a criminal type that is not accentuated by the 
legislator in the best way, this one is immersed in the crime of environmental 
pollution, where the legally protected interest is the environment, the atmosphere 
and their components, however this situation extends their radius of protection, 
also, it has an application disadvantage because it cannot be subsumed 
concretely by the diffuse reality of the representatives of legal entities or private 
entities. 
 
In the first chapter we will see how the regulation of this penal institution has been 
implemented; the evolution of it is explained according with the update of the 
business production sectors. At the same way, we will made an explanation about 
the aggravating factors. 
Sequently, we made an objective and subjective analysis of the legal typicity, as 
well as of the problematic areas in which the criminal type is accentuated; we 
analyze the classification of the crime, where we determined when the 
consummation is carried out and the forms of commission of that. 
 
The core point of the analysis of the crime of noise pollution is based on the 
process of the noise emission measurements to establish when it would be 
immersed in a criminal proceeding and when it only has administrative 
interference; likewise, we want to stand out the difference between the stablished 
limits that exist like the Environmental Quality standards, and their application with 
the requirement and existence of parameters such as Maximum Permissible Limits 
of noise pollution. 
Subsequently, the application of accessory consequences is established as a 
criminal sanction of legal entities and the requirements that must precede them for 
their configuration and subsequent execution. 
 
Once the areas of criminal development in the last chapter have been analyzed, 
we are based on the facts of the file subject of analysis in order to make 
constructive criticisms about the application and the criminal procedure; 
consequently we will try to validate or invalidate a debate about the typicality in the 
crime of noise pollution. 
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La contaminación ambiental es un problema que viene siendo tratado de manera 
superficial; lamentablemente se trata de un ámbito bastante amplio que requiere 
un esfuerzo por parte del Estado en regular de manera concreta normas claras. 
La finalidad de esto es que las personas naturales como las personas jurídicas 
(naturalmente las empresas de todos los sectores) tengan pleno conocimiento de 
la infracción penal de sus actividades y regulen de manera interna sus protocolos 
o normativas realizando las gestiones ambientales de manera legal, normada y 
ordenada. 
 
La protección del medio ambiente en sus diferentes ámbitos depende en gran 
parte del grado de conciencia que tenga la población, ello condicionado al 
desarrollo económico, político y educativo en el que se desenvuelve; así mismo, 
tiene mucha injerencia la evolución de la economía industrial, creando una 
multitud de riesgos contra el medio ambiente y la salud de las personas como lo 
indica Silva Sánchez y Raquel Montaner, así resulta necesario actualizar, 
evolucionar la legislación hacia un ámbito de equidad normativa. 
 
Esta situación es de suma importancia ya que en la actualidad se están dando 
diversos procesos judiciales en los cuales los operadores jurídicos (jueces, 
fiscales y defensas) no tenemos claro el panorama de las normas administrativas 
especializadas a aplicarse, tampoco se tiene claro cuál es la infracción del deber 
que se sanciona, cuales serian los lineamientos o parámetros a no sobrepasar y 
para terminar no se cuenta con el soporte técnico especializado que brinde una 
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La constitución política del Perú establece como derecho fundamental “a gozar de 
un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida”, con ello se exige 
que todo órgano tienen la obligación de proteger el medio ambiente y sus 
componentes en las que se da las condiciones adecuadas para garantizar la 
existencia de la persona en un ambiente sano por la persona y el respeto a su 
dignidad. 
Los delitos de contaminación ambiental tiene sus antecedentes en el Código 
Penal de 1991, aprobado por decreto legislativo Nº 635 con el título “Delitos 
contra la Ecología” que básicamente tipificaba el delito de contaminación 
ambiental genérica, la eliminación de desechos, delitos contra la flora y fauna, 
contra el recurso forestal protegido, contra el delito de uso indebido de tierras 
agrícolas, y más.  
Posteriormente, fue modificado mediante la Ley Nro. 29263 del 02 de octubre del 
2008, donde se les da la denominación de delitos ambientales, la tipificación se 
amplía con la introducción de título VIII con un total de 14 artículos y 4 capítulos 
como: los delitos de contaminación desde el art. 304 al 307, delitos contra los 
recursos naturales del art. 308 al art. 313, se regula la responsabilidad funcional e 
información falsa desde el art. 314 al 314-B y por ultimo capitulo las medidas 
cautelares y exclusión o reducción de penas del art. 314-C al 314-D. 
 
Entre las modificaciones realizadas se encuentra la ampliación al tipo penal de 
residuos sólidos pero mantiene el tipo de contraviniendo leyes, reglamentos o 





CAPÍTULO II: TIPO BASE 
1. DESCRIPCIÓN LEGAL 
La actual regulación del delito de Contaminación del Ambiente (Contaminación 
Sonora), artículo 304 del Código Penal (1991), se delimita en el siguiente texto: 
El que, infringiendo leyes, reglamentos o límites máximos 
permisibles, provoque o realice descargas, emisiones, emisiones 
de gases tóxicos, emisiones de ruido, filtraciones, vertimientos o 
radiaciones contaminantes en la atmósfera, el suelo, el subsuelo, 
las aguas terrestres, marítimas o subterráneas, que cause o 
pueda causar perjuicio, alteración o daño grave al ambiente o sus 
componentes, la calidad ambiental o la salud ambiental, según la 
calificación reglamentaria de la autoridad ambiental, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro años 
ni mayor de seis años y con cien a seiscientos días-multa.  
 
Al tratarse de un tipo penal en blanco, el Código Penal nos remite a normas 
extrapenales especializadas para cada sector vulnerado, en el caso de 
contaminación sonora es el Decreto Supremo 085-2003-PCM, normativa técnica 
legal que establece estándares de calidad ambiental que contiene una estructura 
compleja al momento de su aplicación, pues no solo se trata de establecer la 
vulneración de la norma especializada, sino también de determinar el daño grave 
o potencial perjuicio que haya variado el equilibrio de los sistemas naturales. 
 
2. BIEN JURÍDICO PROTEGIDO 
De acuerdo a la Ley General del Ambiente Nro. 28611 (2005), la Contaminación 
Ambiental es la introducción de un agente químico, biológico, físico o la 
combinación en el ambiente en cantidades que superen los límites máximos 
permisibles permaneciendo en tiempo y que trae como consecuencia el cambio 
de sus características primigenias, con un resultado nocivo para el ambiente o 
salud humana; esta definición es general para todo tipo de contaminación 
ambiental; es decir, genéricamente se protege el ambiente, pero es un término 
comprimido, estático que difícilmente se podría establecer una protección 
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adecuada; sin embargo, si se desea subsumir dentro de un hecho concreto de lo 
práctico y ejecutivo, lo que se debería proteger seria la estabilidad del ecosistema 
y de sus componentes; así, la protección jurídica penal se basa en que todos los 
procesos relacionados del ambiente no se alteren. 
El derecho penal tiene una función preventiva; significa que prevé que todos 
podamos gozar de su derecho constitucional a un ambiente sano y a un desarrollo 
sostenible; es decir, desenvolverse en un ambiente equilibrado para la vida 
cotidiana y en contraposición evitar actividades que pongan en riesgo tal 
desenvolvimiento a través de contaminaciones como emisiones de ruidos que 
alteren su estabilidad emocional, psicológica, entre otras. 
 
El ambiente es un conjunto de bienes sociales, culturales, económicos, etc. que 
interactúan entre sí como procesos relacionados en un determinado lugar y 
tiempo, por ello se busca regular conductas humanas para lograr una armoniosa 
interacción del hombre con el ambiente, como también que las manifestaciones 
sociales ayuden a mantener el equilibrio de los procesos naturales o haya un 
menor impacto posible en la calidad de vida acorde con la dignidad humana. 
 
La Ley 29263 establece la protección del ambiente o sus componentes, la calidad 
ambiental o la salud ambiental, es por ello que el bien jurídico tutelado se hace 
más extenso y constituye una amplia gama de situaciones. La ley general del 
ambiente establece que el daño es un menoscabo material, entonces debería 
verificar, cuantificar, evaluar para establecer la responsabilidad. 
 
Espacialmente en los delitos de contaminación la protección del bien jurídico va 
desde dos ámbitos una general y otro especifico; de manera general se protege el 
ambiente, la estabilidad del ecosistema y de manera específica se protege el 
agua, suelo, atmosfera que si bien está inmerso dentro del ambiente; empero, 
para la configuración del delito existe la necesidad de que se reitere las 
vulneraciones para que puedan poner en peligro al conjunto en general. 
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Dentro de la dogmatica y la jurisprudencia se han establecido ciertos conceptos 
de protección como: 
Para Andaluz Westreicher, Carlos (2009), el ambiente o sus componentes el 
ambiente constituye un conjunto de elementos sociales, económicos, culturales, 
bióticos, abióticos que interactúan en un espacio y tiempo determinado; puede 
llamársele también la naturaleza y las manifestaciones humanas en lugar y tiempo 
determinado como una unidad. 
 
Para la Ley General del Ambiente (2005) constituye elementos físicos, químicos y 
biológicos de origen natural o antropogénico que de manera individual o conjunta 
forman un medio en el que se desarrolla la vida asegurando la salud individual y 
grupal de las personas como también garantizando la conservación de los 
recursos naturales, la diversidad biológica y el patrimonio cultural asociado a 
ellos. 
Entonces al referirse al ambiente y sus componentes son todos los seres vivos y 
sus componentes que lo integran como el espacio físico en el cual habitan; es 
decir, el medio en el que se desenvuelven. 
 
Calidad ambiental: de acuerdo a nuestra constitución es el derecho que tenemos 
de gozar de un ambiente equilibrado y adecuado pata el desarrollo de la vida; los 
mismos que estarían resguardados por los instrumentos de gestión ambiental que 
ante cualquier alteración negativa del ambiente quebraría este equilibrio trayendo 
como consecuencia un no apto ambiente para el desenvolvimiento de la vida con 
normalidad. 
 
Salud ambiental: es un término acuñado por la Organización Mundial de la salud 
donde se establece como aspectos propios de la salud humana en el que 
interviene la calidad de vida y el bienestar social en los que índice directamente 
los factores ambientales, así mismo para Hugo Rengifo Cuellar (2008) “se ocupa 
de las interrelaciones positivas y negativas de los seres humanos con el medio 
5 
 
ambiente donde vive y trabaja incluyendo a los otros seres vivos como animales y 
plantas. Comprende aquellos aspectos que son determinados por los factores 
ambientales físicos, químicos, biológicos y psicosociales”. 
 
Alonso Raúl Peña Cabrera Freyre (2017) nos indica “(…) se trata de un tipo penal 
mixto pues la punición ha de entenderse desde un ámbito concreto de lesividad 
hacia el bien jurídico, así como desde un estado potencial de peligro, (…) 
deviene, por tanto en un tipo penal de lesión y de peligro a la vez, cuya 
configuración en un plano de valoración a de incidir en la determinación judicial de 
la pena y no es la esfera estricta de la adecuación típica, como un elemento 
definidor del plus de antijuricidad material”. 
Para el citado autor, el bien jurídico constituye el medio ambiente incluido la 
atmosfera natural y habitad del ser humano y otros seres vivos, por ello se 
requiere que este desprovisto de cualquier sustancia o elemento que tienda a 
alterar el estado normal de las cosas. 
 
3. TIPICIDAD OBJETIVA 
Para establecer la subsunción del hecho al dispositivo normativo se deberá seguir 
progresivamente una secuencia de análisis respecto a la tipicidad del hecho, ya 
que el dispositivo abarca gran variedad de supuestos con cualidades 
especializadas, por lo que en cada tipo de contaminación ambiental requiere de 
situaciones específicas y propias. 
 
3.1. SUJETO ACTIVO 
El tipo penal no exige una cualidad especial del agente que vaya a cometer el 
ilícito; es decir, no requiere la concurrencia de algún cargo o función por ello 
se trata de un delito común; empero, de acuerdo a diversa jurisprudencia la 
responsabilidad penal se direcciona a los representantes de las empresas 
vinculadas con el hecho como consecuencia de sus acción u omisión en el 
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ejercicio de sus actividades, en concordancia con lo prescrito en el art. 314 
del Código Penal al tratar sobre la Responsabilidad de los Representantes 
Legales de la Persona Jurídica que al parecer habilita la sanción de esta 
manera 
El nuestro ordenamiento legal el agente que respondería es quien 
directamente comete la infracción dolosa o culposa como persona natural ya 
que aun no hemos regulado completamente la sanción penal de las personas 
jurídicas como tales. 
 
3.2. SUJETO PASIVO 
Estamos tratando un delito que protege bienes jurídicos de naturaleza difusa, 
amplia y genérica; por lo tanto, la parte agraviada es la colectividad integral 
como Estado. Estos delitos tienen una particularidad de deslizar la idea de la 
parte agraviada pero también se deberá tomar en cuenta a la parte 
perjudicada del hecho para tener un panorama jurídico completo con el 
objetivo de realizar una decisión acorde con la necesidad real de la población 
afectada directa e indirectamente. 
 
3.3. DELITO DE PELIGRO CONCRETO, DE LESION O DE DAÑO 
Carlos Andaluz Westreicher señala (2009), “(…) el delito puede ser de 
resultado; es decir, de lesión o daño cuando el perjuicio, alteración o daño 
grave al ambiente o a sus componentes, la calidad ambiental o la salud 
ambiental; pero también puede ser de peligro concreto ya que el tipo penal 
prevé que las descargas, emisiones o vertimientos puedan causar un 
perjuicio, alteración o daño a los citados bienes protegidos”. Por otro lado, 
para Silva Sánchez se trata de un delito de peligro abstracto, de lo contrario 




Para determinar este aspecto de manera más clara se debe tener en cuenta 
los principios del derecho ambiental, donde se le toma como un delito de 
peligro abstracto; con esta precisión la configuración ilícita bastaría cuando 
los vertimientos, emisiones o descargas exceden determinados valores de los 
LMP con la finalidad de establecer que esos excesos generan peligro de daño 
grave parta el bien protegido.  
 
Nadie puede ignorar que el impacto ambiental negativo que se genere en el 
ambiente es difícil determinación, para que ello suceda se deberá establecer 
un conjunto de mecanismos especializados que den a conocer daños casi 
precisos y demostrativos, en esas circunstancias se podría probar la 
alteración o daño al ambiente; empero cuando se habla solo de riesgo grave 
el equilibrio de los habitad y del ecosistema cambia la situación de probanza, 
puesto que no implica la demostración sino una conducta omisiva que ponga 
en riesgo o peligro el ambiente. 
 
En los delitos de peligro existe la posibilidad de dañar un bien jurídico, 
considero que el delito de contaminación sonora debería aplicarse el delito de 
peligro abstracto en los que basta la realización de la conducta para que el 
delito se haya consumado, el peligro está implícito. 
 
Por política criminal, el estado lo que debe buscar es el bien común en 
función de los conflictos sociales de carácter delictivo, así el estado faculta 
definir el tipo de delitos y su posible sanción, la finalidad es la prevención de 
daños y en caso del delito de contaminación al ser difusa su lesividad es 
mejor prevenirla antes de tener complicaciones para acreditarla y hacer un 
gasto extremo para ello.  
 
Se trata de delitos supraindividuales, colectivos, en masa en los que sería 
difícil su individualización, aun que se dice dentro de la doctrina que este tipo 
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de delitos transgrede principios de lesividad, de inocencia, de mínima 
intervención y fragmentariedad pero el derecho penal es de ultima ratio y 
debe intervenir en los casos en los que haya una vulneración de magnitud; es 
decir, contra graves ataques al bien jurídico, pero en este caso hablamos de 
una comisión difusa de gravedad no solo en el presente sino a través del 
tiempo por ello es necesario establecer una protección que vaya más acorde 
con la realidad de las empresas y las previsiones que deben asumir en 
beneficio de todos. 
 
3.4.  VERBO RECTOR 
 
3.4.1. Provocar: de acuerdo al diccionario de la Lengua Española el 
termino provocar significa “hacer que una cosa produzca otra 
como reacción o respuesta a ella” la misma que incluye las 
acciones y omisiones de cualquier naturaleza que produzcan las 
descargas, emisiones, filtraciones, vertimientos o radiaciones. 
 
3.4.2. Realizar: significa “efectuar, llevar a cabo algo o ejecutar una 
acción” incluye acción de un resultado. 
 
3.4.3. Emitir: esta acción tiene dos acepciones: i) significa arrojar, 
exhalar o hacer hacia afuera una cosa; en efecto para hablar de 
contaminación ambiental se hace bastante extensiva en cualquier 
estado de la materia, es la contaminación del aire arrojando a la 
atmosfera materias extrañas a la misma y ii) está referido a “el 
lanzamiento de ondas hercianas para hacer oír señales como de 
la radio, televisión, música, etc., referido casi exclusivamente a 
radiación no ionizante” radiación de energía electromagnética. 
Pero ambos significados dentro de un lenguaje técnico ambiental 
se trata de la inclusión de agentes contaminantes en cualquiera 




3.5. CALIFICACION REGLAMENTARIA DE LA AUTORIDAD 
AMBIENTAL  
 
ANDALUZ Westreicher, Carlos (2009) indica “para empezar debemos 
entender que si el perjuicio, alteración o daño se enmarca dentro de los 
estándares de calidad ambiental y los límites máximos permisibles, estos no 
tienen la calificación de graves”. 
 
En el texto sustitutorio de la Comisión de Justicia y de los Derechos Humanos 
del Congreso de la Republica, se expresa que “la introducción de la 
calificación de grave sobre el daño se hace por oposición al daño leve que 
será solo falta administrativa, a ello se alude con la precisión dada por la 
Fiscalización Ambiental en el Perú OEFA (2014) la que establece el término 
“según la calificación reglamentaria de la autoridad ambiental”. 
 
Refiere también que “el poder ejecutivo aclaro que la calificación 
reglamentaria se refiere a la consecuencia del ilícito a fin de ilustrar al juez 
sobre la gravedad de la misma”. Téngase en cuenta que la gravedad no 
estaría necesariamente en relación solo con rebasar los LMP sino también 
con la calificación que conforme a los reglamentos pertinentes, haga la 
autoridad, siempre en cuando se tenga técnicamente la fiabilidad de las 
mediciones de la contaminación ya que se realizaran teniendo en cuenta la 
norma ambiental en existe para cada actividad y/o sector; es decir, no se trata 
de generalizas cualquier reglamento sino de individualizar los distintos 
cuerpos normativos como la actividad contaminante que se desea sancionar o 
fiscalizar. 
 
De acuerdo con lo expuesto el D.S. 085-2003-PCM (2003) en su Primera 
Disposición Transitoria indica que “cuando no haya una norma nacional de 
medición de ruidos, estas se realizaran dentro de lo establecidos en las 
normas ISO 1996-1:1982  y  ISO 19996-2:1987”, basándonos en el principio 
de legalidad la autoridad competente deberá fundar sus informes de medición 




3.6. INFRACCION DE LEYES O REGLAMENTOS 
 
Para completar el tipo penal debe determinarse dentro de la investigación 
fiscal con auxilio de la autoridad ambiental de acuerdo con el artículo 149 de 
la Ley General del Ambiente modificado por la Ley Nro. 29263. 
 
El delito requiere una vulneración de la norma administrativa pero no la 
referencia de una desobediencia de un acto administrativo puesto que cada 
hecho trae consigo diferentes consecuencias legales. El sistema de 
evaluación y fiscalización ambiental tiene la función de vigilar que las 
regulaciones se cumplan por parte de los administrados, la idea que busca 
este sistema en su conjunto es realizar una fiscalización eficaz dando pautas 
especializadas involucrando a diferentes sectores. 
 
La OEFA es la entidad administrativa general encargada de la vigilancia de 
las normas de aplicación de fiscalización ambiental, a veces el instructor 
puede realizar bien su función pero la deficiencia viene del instrumento de 
gestión ambiental para cada sector. 
 
Cuando se realiza una infracción administrativa normalmente se tratan de 
actos individuales que si bien generan una transgresión esta no tienen la 
entidad o idoneidad para estar inmersos dentro de un proceso penal, para que 
lo suceda se requiere un plus de lesividad. 
 
Los actos administrativos favorables como contar con las autorizaciones o 
licencias requeridas dentro de una actividad empresarial excluyen la tipicidad 
ya que la conducta realizada es legal y conforme a la normativa 
administrativa. La contaminación sonora nos remite parcialmente  al 
ordenamiento administrativo sectorial. 
 
El art. 304 del Código Penal al ser considerada como una ley penal en blanco 
debe contar con los requisitos exigidos de acuerdo a la constitución como: 
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 El reenvió normativo sea expreso y esté justificado en razón del bien 
jurídico protegido de la norma penal. 
 Que la ley, además de señalar la pena contenga el núcleo esencial de 
la prohibición y sea satisfecha la exigencia de certeza o se de la 
suficiente concreción para que la conducta calificada de delictiva sea 
suficientemente precisada con el complemento indispensable de la 
norma a la que la ley penal se remite y resulte de esta forma 
salvaguardada la función de garantía del tipo con la posibilidad de 
conocimiento de la actuación penalmente conminada. 
 
La remisión no significa la ampliación de la responsabilidad penal sino que el 
reenvío opera en la práctica como elemento de restricción de lo punible, hace 
una suerte de límite de conducta. Así una conducta peligrosa no podrá ser 
sancionada penalmente si no existe ninguna norma sectorial que lo prohíba. 
 
Sabemos que una vez integrado en el tipo penal, el precepto administrativo 
pasas a ser norma penal sujeto a un principio de jerarquía. 
 
4. TIPO SUBJETIVO 
 
Para su comisión se requiere del ámbito doloso, aquí deberá abarcar el dolo todos 
los ámbitos de este tipo penal; no olvidemos que se trata de un tipo penal en 
blanco; por lo tanto, los operadores del sistema penal deberán determinar si los 
imputados tenían conocimiento de tal norma extrapenal.  
 
Para Jesús María Silva Sánchez (2012) “(…) el agente deberá tener conocimiento 
de la contravención de la mencionada norma; es decir, si tenían pleno 
conocimiento que al sobrepasar los límites establecidos cometían delito de 
contaminación ambiental”, sin embargo, hablamos de representantes legales de 
las empresas, el acusador deberá determinar de manera fehaciente tal situación, 
es más, la imputación penal no solo recae en la descripción o comisión de hechos 
sino requiere de la probanza; por lo tanto, para imputar y acreditar el ámbito 
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subjetivo del acusado aparte de dar los fundamentos de hecho estos deberán 
estar corroborados con elementos de prueba. 
 
5. DIFERENCIAS DE PARAMETROS ADMINISTRATIVOS APLICABLES A 
SANCIONES. 
 
5.1. ESTANDARES DE CALIDAD AMBIENTAL. 
 
Son indicadores de la calidad ambiental, es la medida que establece el 
nivel de concentración o el grado de elementos sustancias o parámetros 
físicos, químicos o biológicos presentes en el aire agua o suelo en su 
condición de cuerpo receptor que no representa riesgo significativo para la 
salud de las personas ni del medio ambiente.  
Según los parámetros en particular a que se refiera, la concentración o 
grado podrá ser expresado en máximos, mínimos o rangos de acuerdo al art. 
31.1. De la Ley General del Ambiente (2005). 
 
Los ECA no miden las emisiones de alguien en particular sino establecen 
un nivel aceptable de calidad de dichas emisiones en su conjunto, se asume 
que todos somos responsables de dichas emisiones. 
 
El Ministerio del Ambiente es quien tiene como una de sus funciones 
elaborar un plan de estándares de calidad  ambiental entre ellos se 
encuentran los LMP y los ECAS aprobando las metodologías, 
procedimientos o planes para la aplicación de estos mismos teniendo como 
referencia la Organización Mundial de la Salud o los organismos de nivel 
internacional especializados en temas ambientales con la finalidad de ser 
aplicados por la entidades públicas en el desarrollo de los atribuciones y 
competencias en las que se tenga injerencia directa. 
 
Para Carlos Andaluz Westreicher (2009) un ECA es de observancia 
obligatoria para el diseño de normas legales, políticas públicas, instrumentos 




Pero la LGA ha establecido que ninguna autoridad judicial o administrativa 
podrá hacer uso de los ECAS con el objetivo de sancionar bajo forma alguna 
a personas jurídicas o naturales a menos que se demuestre que existe 
causalidad entre su actuación y la transgresión de dichos estándares; eso 
significa que la sanción debe estar fundamentada en el incumplimiento de 
obligaciones a cargo de las personas a quienes se les imputa y cuando tal 
causalidad sea fácilmente determinable. 
 
Como se dijo anteriormente los ECA dan medidas o valores de acuerdo al 
impacto acumulado que producen las emisiones en el cuerpo receptor 
estipulando cuanto es lo tolerable para la salud y el ambiente en su conjunto. 
 
Con la base fáctica y normativa se tiene claro que se debe considerar una 
adecuada formulación de un límite máximo permisible, y para ello un LMP 
debe estar en función del ECA respectivo; es decir el ECA es el sustento, la 
base, el cimiento para establecer los LMP; como consecuencia la 
responsabilidad penal o administrativa se debe tenerse en cuenta 
únicamente los LMP de cumplimiento obligatorio, además la base de la 
imputación de responsabilidad se debe lograr mediante una adecuada 
fiscalización y  monitoreo. 
 
Por estas circunstancias los ECA no debe ser tomado en cuenta para 
configurar un tipo penal, no solo por ser instrumentos orientadores de 
normas y políticas sino también porque el texto sustitutorio de la comisión de 
justicia y derechos humanos del congreso de la republica elimino 
expresamente de la redacción original la referencia de los ECA.  
 
5.2. LIMITES MAXIMOS PERMISIBLES. 
 
De igual manera para la Ley General del Ambiente (2005), se le considera 
como la medida de concentración o el grado de elementos sustancias o 
parámetros físicos, químicos o biológicos que caracterizan a una emisión 
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generados por una actividad productiva, que una vez superada causan o 
pueden causar daño a la salud, al bienestar humano y al ambiente. Es el 
Ministerio del Ambiente quien determina los valores. Su objetivo básico es 
mantener el control y la fiscalización de los entes o agentes que producen 
dichas emisiones para establecer si su conducta se encuentra enmarcada 
dentro de los límites establecidos para ser tolerados por la salud; por otro 
lado, los LMP establecen un límite aplicable a todas las emisiones 
individualizando los limites por actividad productiva, por lo tanto son exigibles 
y de cumplimiento obligatorio; el exceder estos baremos serán pasibles de 
ser sancionados penal, administrativa o civilmente de acuerdo a lo que 
corresponda. 
 
Cuando acusamos o imputamos un hecho de contaminación este deberá 
estar directamente vinculado a instrumentos de gestión ambiental para 
establecer su configuración, además es importante expresar que aun no se 
han establecido estos instrumentos para todas las actividades y agentes 
contaminantes. 
De acuerdo con lo anteriormente analizado, para sancionar penalmente 
por contaminación ambiental sonora es adecuado utilizar los LMP para 
aplicar la causalidad entre la conducta del investigado y el resultado de tal 
medición, al tratarse de medidas de la concentración de ruidos 
contaminantes y como se mide desde la fuente se tendrá un resultado fiable 
y confiable para establecer que se excedió o no tales limites. 
 
Ante la carencia de los LMP se juega una suerte de benignidad, 




En éste elemento del tipo, SALINAS Siccha Ramiro (2015) “la conducta típica 







Una vez concurran los elementos anteriores, tendríamos que verificar si el sujeto 
activo es pasible de una pena, es decir, si este es imputable. Para ello debemos 
analizar si no concurre ninguna causal de inimputabilidad establecida en nuestro 





Tenemos que precisar que la consumación es el momento en el que se llego a 
perfeccionar el actuar delictivo, como dice Peña Cabrera (2016) “(…) cuando el 
agente logra alcanzar la perfección de su plan criminal”, es decir, es la última fase 
del iter criminis. 
 
Determinar este preciso momento es importante ya que nos permite evaluar el 
tipo de participación que haya tenido el agente como el comienzo de la 
prescripción ordinaria o extraordinaria que pudiera darse. 
Dentro de la doctrina existe discrepancia en establecer que se trata de un delito 
de ejecución instantánea, ejecución instantánea con efectos permanentes o un 
delito permanente. 
 
De acuerdo a la naturaleza del ilícito se trata de un delito de estado o delito de 
comisión instantánea con efectos permanentes ya que la ejecución del acto 
contaminante es una vez pero sus efectos trascienden en el tiempo, a modo de 
ejemplo, cuando se da un vertimiento al suelo, el hecho de verter se da en una 
ocasión; sin embargo, el vertimiento se queda en el suelo hasta que este se 
consuma o degrade que constituye sus efectos perdurados en el tiempo; no se le 




El efecto permanente o daño en el suelo deberá estar inmersa dentro de la 
pretensión civil como aspecto reparador mas no como las oportunidades de 
consumación del delito. 
 
CAPITULO III: AGRAVANTES 
 
EL ARTICULO 305 DEL Código Penal (1991) indica las agravantes genéricas de 
contaminación ambientas, las que son como sigue del texto:  
1. “falsea u oculta información sobre el hecho contaminante, la cantidad o 
calidad de las descargas, emisiones, filtraciones, vertimientos, radiaciones 
referidos en el artículo 304, a la autoridad competente o a la institución 
autorizada para realizar labores de fiscalización o auditoría ambiental. 
 
Peña Cabrera, Alonso (2017), indica: aquí necesariamente la 
administración ambiental debió requerir al agente la proporción de la 
información contenida en la norma y que el administrado en el plazo fijado 
entregue la documentación pero falseada en su contenido o incompleta, 
variando datos de relevancia. Y respecto a la ocultación de información 
está referido a que el administrado no proporciona toda la información 
necesaria para que la administración pueda realizar correctamente su 
trabajo preventivo y fiscalizador, netamente como una conducta omisiva. 
 
2. Obstaculiza o impide la  actividad fiscalizadora de la auditoria ordenada por 
la autoridad administrativa competente. 
Una vez que se da una actividad fiscalizadora de auditoría ordenada por la 
autoridad administrativa, se evidencia una actitud obstruccionista por el 
agente, conforme dice Peña Cabrera, Alonso (2017) “(…) que se derivan 
de indicios demostrativos que anuncien una posible comisión del delito de 
contaminación ambiental o ante el marco de una actividad meramente 




3. Actúa clandestinamente en el ejercicio de su actividad. 
Toda actividad industrial requiere autorizaciones por la autoridad 
competente que habilite al administrado a ejecutar su actividad de lo 
contrario estaría dentro de una desobediencia administrativa, pero no solo 
por no contar con licencias y autorizaciones sino específicamente nos 
direcciona a los agentes que realizan actividades peligrosas que 





CAPITULO IV: RESPONSABILIDAD DE LA PERSONA JURIDICA 
 
El artículo 305 del Código Penal. Consecuencias Accesorias 
 
Implementado desde el Código Penal (1991) en su art. 105 y 105-A, 
posteriormente fue regulado desde el Decreto Legislativo Nro. 813 Ley 
Tributaria, la Ley Nro. 28008 ley Penal Aduanera y Ley Penal Contra el 
Lavado de Activos Ley Nro. 1106 de manera parecida. 
 
Las consecuencias accesorias consiste en un hibrido entre la existencia o 
no de la sanción penal de las personas jurídicas; según Gracia Martin 
(2008) “si bien no denomina penas a estas consecuencias como al 
liquidación o disolución en los Registros Públicos, se le sigue denominando 
consecuencias accesorias”, lo que trajo como consecuencia la nula 
aplicación del mencionado artículo. 
 
El Acuerdo Plenario 07-2009 a establecido: la consecuencia accesoria solo 
se debe aplicar cuando la persona jurídica es un objeto peligroso, por la 
cual se le podría incautar, decomisar o destruir; la peligrosidad emana de la 
cosa, no es subjetiva, no proviene del ser humano sino de la empresa. 
 
Para Dino Caro Coria la persona jurídica dentro de nuestro ordenamiento 
jurídico no es un sujeto de derecho sino un objeto peligroso, a quien se le 
tiene inocuisar o convertirla en inofensiva mediante las consecuencias 
accesorias; ejemplo: se le puede poner un garante, un administrador 
judicial, se la puede disolver,  se la puede liquidar, etc. Es un objeto 
peligroso cuando la persona jurídica expresa un defecto de organización o 
cuando no se organizo frente a algún riesgo.  
 
Presupuestos materiales para imponer consecuencias accesorias son tres: 
1. Que se haya cometido el hecho punible o delito- en su faz subjetiva 
a titulo de dolo o imprudencia, puede ser también un delito de 
resultado o un delito de peligro. 
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2. Que la persona jurídica haya servido para la realización, 
favorecimiento o encubrimiento del delito- aquí nos dice que el autor 
se haya servido de las estructuras formales de la empresa para 
facilitar la comisión del hecho punible. 
3. Que se haya condenado penalmente al autor físico especifico del 
delito- aquí debe haber una resolución de condena con calidad de 
cosa juzgada. 
En la aplicación de las consecuencias accesorias se tiene que tener en 
cuenta tres principios básicos como el Principio de Proporcionalidad, el 
Principio de lesividad y el Principio de prevención general, además debe 
ser de extrema necesidad (excepcional) y adecuarse a la naturaleza del 
delito cometido. 
La doctrina establece como los presupuestos para la determinación de las 
consecuencias accesorias son los criterios: 
1. Prevenir la continuidad de la utilización de la persona jurídica. 
2. Establecer la modalidad y la motivación que tuvo la persona jurídica 
(representantes) en el delito. 
3. La gravedad del delito realizado. 
4. La extensión del daño o peligro causado. 
5. Determinar el beneficio económico obtenido. 
6. Si es que hubo reparación espontanea de las consecuencias del 
hecho punible 
7. Finalidad real de la organización. 
8. La aplicación de la disolución solo cuando la persona jurídica fue 
creada para delinquir (empresa de fachada). 
Por tratarse de una sanción, el Estado vela por los derechos fundamentales de las 
personas involucradas (sean naturales o jurídicas) conforme a un estado 
constitucional de derecho. Así la persona jurídica inmersa dentro de un proceso 
penal cuenta con todos los derechos y garantías de un debido proceso como un 
imputado mas, tiene acceso al derecho de contradicción, derecho a ofrecer 




Por último, no debemos olvidar que las medidas aplicadas por el juez como 
consecuencia accesoria en la persona jurídica pone en peligro la estabilidad de 
trabajadores o acreedores la norma faculta al juez para imponer a un interventor 
hasta por un periodo de dos años, esto es facultativo, a discrecionalidad del 
juzgado.   
21 
 
CAPÍTULO V: ANÁLISIS DE TIPICIDAD DEL DELITO SONORO 
 
Segundo Juzgado Unipersonal Arequipa 
Expediente Nro. : 03628-2014-61- 
Fiscalía Provincial Especializada en Materia Ambiental 




De la acusación fiscal (2014) se tiene los siguientes hechos imputados: 
“a) la subgerencia de Gestión Ambiental de la Municipalidad Provincial de 
Arequipa mediante oficio Nro. 2018-2013-MPA-GSC-SGGA remite el informe 
técnico Nro. 25-2013-MPA/GSC/SGGA/DDRT del 18 de julio del 2013 otorgado 
por el Ing. Derling Rey Traverso respecto a la medición de los ruidos emitidos 
por la empresa Inversiones Perú Pacifico S.A. y por la empresa Centro Mar 
S.A. llevada a cabo el día 10 de julio del 2013 desde las 22:00 horas hasta las 
23:03 desde las viviendas ubicadas en la Urb. San Jerónimo, calle Alberto 
Guillen Nº 108 correspondiente a la Sra. Susana Salas de Cornejo , Nº 214 a la 
Sra.  Amanda Reyes Viuda de Zevallos y Nº 221 correspondiente a la Srta. 
Verónica Ramírez Nieves, estas dos últimas respecto de la empresa Centro 
Mar S.A. siendo que la medición respecto del ruido emitido por la empresa 
Inversiones Perú Pacifico S.A. dio como resultado 58.4 dB el cual excede los 
valores máximos considerados como estándares de calidad ambiental para 
ruidos conforme al D.S. 085-2003-PCM en concordancia con la O.M. Nº 269-
2004(normas sobre ruidos molestos y nocivos). Respecto de la zonidificacion y 
horario de la emisión de estos siendo que para zona residencial donde está 
ubicada la empresa materia de la presente es de 50 dB en horario nocturno. 
Concluyendo la autoridad municipal en el punto 03 de sus conclusiones de su 
informe técnico, que los ruidos emitidos por la empresa inversiones Perú 
pacifico s.a. demuestran la existencia de fuentes de contaminación sonora que 
vienen afectando la tranquilidad y la salud de las personas que han efectuado 
la denuncia. b) nuevamente en merito a la primera medición de ruidos este 
despacho en la carpeta Nro. 221-2013 dispone otra medición inopinada de 
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ruidos, la misma que es llevada a cabo en dos visitas con fecha 23 de agosto 
del 2013 y 07 de septiembre del 2013 desde las 22:00 hasta las 23:10 horas, 
desde las viviendas ubicadas en la Urb. San jerónimo, calle Alberto guillen Nº 
108 correspondiente a la Sra. Susana Salas de Cornejo, Nº 114 
correspondiente a la sra Giovanna Martti Núñez, Nº203 correspondiente a la 
Sr. Lino Martínez Cortez y la Nº 204 correspondiente a la Sra. Jacqueline Ore 
Villegas; siendo que las mediciones respecto del ruido emitido por la empresa 
IPP dieron como resultado 57.3db y 53.9 db, 57.6 db, 58.8db, respectivamente, 
las cuales nuevamente exceden los valores máximos considerados como 
estándares de calidad ambiental para ruidos respecto de la zonificación y el 
horario de la emisión de estos, concluyendo nuevamente la autoridad municipal 
que los ruidos emitidos por IPP demuestran la existencia de fuentes de 
contaminación sonora que viene afectando la tranquilidad y la salud de las 
personas objeto de medición. Todo ello contenido en el informe Nro. 40-2013-
MPA/GSC/SGGA/DDRT de fecha 18 de septiembre del 2013, otorgado por el 
Ing. Derlng Rey Traverso remitido por la subgerencia de salud ambiental de la 
Municipalidad de Arequipa mediante Oficio Nº 484-203-MPA-GSC-SGGA. 
Finalmente este despacho al evidenciar la comisión del delito de contaminación 
sonora, apertura diligencias preliminares y nuevamente dispone una medición 
de ruidos, la misma que es llevada a cabo el 15 de marzo del 2014 desde las 
05:00 hrs hasta las 06:45 horas por la subgerencia de gestión ambiental de la 
Municipalidad provincial de Arequipa desde las viviendas ubicadas en la Urb. 
San jerónimo, calle Alberto guillen Nº 108 correspondiente a la Sra. Susana 
Salas de Cornejo, Nº 114 correspondiente a la sra Giovanna Martti Núñez, 
siendo que las mediciones  del ruido emitido por la empresa IPP dieron como 
resultado 58.4db y 55.4 db, respectivamente, las cuales nuevamente exceden 
los valores máximos considerados como estándares de calidad ambiental para 
ruidos respecto de la zonificación y el horario de la emisión de estos, 
concluyendo nuevamente la autoridad municipal que los ruidos emitidos por 
IPP demuestran la existencia de fuentes de contaminación sonora que viene 
afectando la tranquilidad y la salud de las personas objeto de medición. Todo 
ello contenido en el informe Nro. 01-2014-MPA/GSC/SGGA/DDRT de fecha 21 
de marzo del 2014, otorgado por el Ing. Derlng Rey Traverso remitido por la 
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subgerencia de salud ambiental de la Municipalidad de Arequipa mediante 
Oficio Nº 087-2014-MPA-GSC-SGGA y el correspondiente informe aclaratorio 
remitido mediante oficio Nº 167-2014-MPA-GSC-SGGA del 05 de agosto del 
2014. 
Es de señalar que las mediciones que se llevaron a cabo con el sonómetro 
integrador clase 1, marca sirrus research plc, modelo CR:831C, con numero de 
serie D20823FF, procedencia Inglaterra, con certificado de calibración LAC Nº 
019-2012 emitido por INDECOPI de fecha 11 de  junio del 2012, el cual fue 
utilizado en las referidas mediciones de acuerdo a lo establecido en el Manual 
del Usuario para los sonómetros de la serie CR: 8000c, norma IEC 61672-1 
2002, NTP ISO 1996-1 2007. 
 
CIRCUNSTANCIAS POSTERIORES 
Con fecha 04 de abril del 2014 este despacho llevo a cabo una visita inspectiva 
a la empresa IPP la cual fue atendida por el jefe de planta, el imputado Hever 
Locumi Quinteros , quien tiene a su cargo la supervisión y todo el 
funcionamiento técnico de la planta industrial de la empresa inspeccionada y 
conoce de todo el procedimiento de la misma, determinándose que siendo que 
dicha persona la encargada de la operación de la empresa industrial, tiene la 
obligación de reportar el inadecuado o mal funcionamiento de la misma y 
realizar las actividades conforme a los cuidados ambientales que correspondan 
y en cumplimiento de su gestión ambiental. 
 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  
 
a) VALIDEZ DE LAS MEDICIONES 
 
Conforme a lo antes informado, en este caso es fundamental determinar si las 
mediciones estaban acorde con lo establecido con la norma técnica para 
confirmar su validez. 
 




“4.2.3.3 Respecto a la validez de las mediciones (…) la defensa señala que los 
resultados de las obtenidos por las mediciones realizadas por el señor Rey 
Traverso no son validas al no haberlos hecho conforme lo señala la norma 
(…)a quien no reconocen como perito- no utilizo las normas técnicas y por lo 
tanto, no cumplió con el DS 085-2003. En efecto, en juicio Rey Traverso a 
reconocido no haber aplicado dichas normas técnicas, pero afirmo que si las 
consulto, en razón que a su entender era suficiente. Ha enfatizado que no era 
necesario establecer ruido residual, pues la medición por mandato del DS 085-
2003 se realiza en LAeqT y eso es lo que el obtiene con el sonómetro: dice que 
la medición ya toma en cuenta el sonido de fondo (…) a señalado que no es 
necesario calibrar el sonómetro especialmente según la humedad del lugar por 
tener Arequipa un clima seco, entonces no se a determinado la invalidez de los 
procedimientos utilizados en las mediciones hechas por Rey Traverso. (…) Rey 
Traverso a indicado que trabaja con un sonómetro integrador Cirrus clase 1, 
que usa una esponja corta viento y un calibrador por lo que no es necesario 
hacer correcciones, así mismo ha señalado que debe acercarse lo más posible 
al lugar de donde proviene el ruido, han seleccionado viviendas más próximas 
a la empresa y donde más se sienten los ruidos para hacer la medición. Se 
posiciona de tal manera que los otros ruidos sean opacados por el ruido a 
medirse. Es decir, que al momento de medir los ruidos direcciona el sonómetro 
de una manera especial para que los demás ruidos queden opacados. 
Respecto a lo indicado por el señor Isasi, no queda claro el procedimiento 
seguido para determinar el factor de corrección ni como se aplica, (…) ha 
señalado que para la corrección se aplica el ruido de fondo, no ha quedado 
claro el procedimiento logarítmico (…) lo único que queda claro es que el 
resultado es menor pero no como llega a ese resultado” 
 
En consecuencia, el Juzgador señala que las mediciones que realizó el Señor 
Rey Traverso para determinar la validez del resultado del ruido fueron: 
 
- Llegar a las casas más cercanas de la empresa. 
- No utilizar las normas técnicas especializadas. 




Para analizar si estas mediciones realizadas por un bachiller en ese tiempo 
tienen validez o no, debemos recordar lo establecido por la norma y tratar de 
establecer la causalidad del resultado con la conducta del agente; es decir, 
verificamos que debió hacerse. 
 
De acuerdo a lo establecido en el DS 085-2003 “cuando no haya una norma 
nacional de medición de ruidos, estas se realizaran dentro de lo establecidos 
en las normas ISO 1996-1:1982  y  ISO 19996-2:1987” y en la Ley General del 
Ambiente (2005) que “ninguna autoridad judicial o administrativa podrá hacer 
uso de los ECAS con el objetivo de sancionar bajo forma alguna a personas 
jurídicas o naturales a menos que se demuestre que existe causalidad entre su 
actuación y la transgresión de dichos estándares”. 
 
En ese sentido, primero para imputar responsabilidad penal sobre alguna 
persona se deberá realizar la fiscalización mediante la medición de ruidos 
acorde con lo establecido en las normas técnicas; es decir, no se trata solo de 
ir y hacer la medición sino de establecer la hoja de campo en la que se 
consigna una serie de datos, especificaciones, tiempos, barreras  y lugares con 
la finalidad de que el procedimiento tengan la representatividad y legitimidad 
legal, muy aparte de ello por seguridad jurídica los administrados deberán 
tomar conocimiento del mismo. 
 
Un aspecto fundamental para la medición, es el encargado de la misma, el 
hecho que la Municipalidad tenga la competencia fiscalizadora no implica que 
legitime a cualquier funcionario para que lo realice, en este caso estamos 
hablando de un personal con la calidad de bachiller; quien a criterio personal no 
resulta idóneo por la falta de especialización, capacitación y experticia que 
merece la situación. No solo se trata de un procedimiento administrativo sino 
penal, se trata de una incriminación de un ilícito. 
 
Un aspecto relevante en este sentido a opinión propia con las facultades 
conferidas al Ministerio Publico es que podría realizarse una medición al interior 
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de la empresa como una fiscalización de la calidad del ambiente y determinar 
cuánto es la contribución de la empresa fiscalizada. 
 
En seguida, una vez realizada una correcta medición, se debió determinar de 
qué manera este resultado elevado de los estándares es de contribución única 
de la empresa IPP, si como consta de las audiencias y de los informes 
administrativos casi contigua se encuentra otra empresa CENTROMAR de 
semejante actividad, si la empresa cuestionada se localiza en la zona céntrica 
contando con avenidas de enorme concurrencia vial, mercados, otras 
empresas, pollerías, etc. El Ministerio Publico en juicio no ha establecido como 
puede atribuir los ruidos contaminantes solo a IPP.  
 
En mérito al relato del propio fiscal desde sus alegatos de apertura, se 
evidencia que “cuando la norma dice que debe de haber 50db no es un límite 
para medirlo directamente al administrado, sino es un límite de todo el lugar, es 
decir, en donde yo me pare el ECA siempre deberá ser de 50db de otra forma 
toda la zona residencial estaría afectada, primero en la atmosfera y 
consecuentemente esa irrupción puede atraer grave daño a las personas. No 
es una cuestión directa al administrado porque este debe hacer un ruido 
residual”. El proceso penal se ha dado de esta manera, se realizo la medición 
de todo el ambiente, con todos sus componentes naturales (clima) y artificiales 
(vehículos, otras empresas, mercados, negocios, etc.) con lo cual, la 
causalidad es general; es decir, salvando el procedimiento de la medición de 
ruido, ese resultado es la contribución de todos los factores del medio, aquí no 
se puede realizar la individualización del agente porque no se está midiendo 
LMP sino ECA; en consecuencia, no se puede atribuir responsabilidad penal 
individual, se tendría que procesar a todo el ambiente. 
 
El juez no explica en la sentencia cuanto es la porción de contribución de ruido 
de IPP en el ambiente; es más, cuando se habla de infracción de la norma 
administrativa significa que se sobrepaso los ECA que traería consigo una 
sanción administrativa, pero el supuesto normativo del tipo penal exige grave 
daño y para que ello suceda por máximas de la experiencia se tiene que 
27 
 
sobrepasar los ECA en las ocasiones de una. Además en la sentencia, el juez 
indica que se trata de un resultado lesivo; sin embargo, el ministerio público no 
ha expuesto ni acreditado como se habría lesionado el ambiente, no se 
acredito como se habría lesionado a las personas vecinas del lugar. 
 
La Casación Nº 762-2017- Arequipa en su fundamento 3.4 ha establecido:  
(…)“tal argumento no resulta lógico ni legal, dado que-a amanera de 
ejemplo- si en un ambiente domicilian tres usuarios, donde lo 
máximo permitido es 50 db  en la noche, no podría permitirse a cada 
usuario que haga ruido hasta 49.99 db., dado que como no habría 
sobrepasado ninguno de ellos a los 50 db. permitido como máximo 
no podría permitirse sancionar a ninguno; pues razonar de dicha 
forma transgrede la Ordenanza Municipal N°269, dado que debe 
sumarse los ruidos máximos provocados por los tres habitantes del 
mismo ambiente (del ejemplo) se habría superado largamente el 
máximo permitido de 50 db., en cuya virtud, el nivel máximo 
permitido de sonido está relacionado directamente al ruido 
equivalente y no al ruido específico como pretende la defensa -pues, 
el artículo 4 del citado D.S. N° 085-2003 considera como parámetro 
el nivel de Presión Continuo Equivalente con ponderación A 
(LAedT); por tanto, el argumento así esbozado por la defensa se 
desvanece, dado que la norma prevé ruido equivalente en lugar de 
ruido específico”. 
Este fundamento es fácilmente rebatido con la misma aplicación del DS 085-
2003-PCM en su art. 3 de las definiciones: 
m) nivel de presión sonora continuo equivalente con ponderación A 
(LAeqT): es el nivel de presión sonora constante, expresado en 
decibeles A, que en el mismo intervalo de tiempo (T) contiene la 




Significa que realiza la suma de la energía acústica recibida durante el intervalo 
de tiempo, considera de manera conjunta todas las posibles fuentes de ruido; 
es decir, no disgrega la fuente, solo hace la sumatoria de manera general. 
Dentro del plenario se ha evidenciado o ubicado la empresa imputada, 
efectivamente se encuentra rodeada de varias fuentes potenciales de ruido 
contaminante que en su conjunto pueden superar los ECA establecidos sin la 
especificación de una fuente especifica generadora. 
 
Para concluir, teniendo en cuenta la duda en el procedimiento de medición de 
ruidos mas la no determinación de la fuente generadora especifica de ruido, no 
se puede establecer que los representantes de la empresa imputada hayan 
cometido el delito, además recordemos que para emitir una sentencia 
condenatoria en materia penal es necesario derrotar la presunción de 
inocencia, que con estos dos factores no ha sido quebrada y se estaría 
vulnerando el principio de legalidad. 
 
b) LA RESPONSABILIDAD DE LOS ACUSADOS 
 
Al respecto, en la misma sentencia, el juez hace el siguiente razonamiento: 
“En el caso de empresas deben ser identificados debidamente los individuos que 
ostentan con el dominio social típico, es decir, los gestores de las decisiones que 
se toman en los aparatos de representación y control de las societas. (…) en tal 
medida al acusado Locumi Quinteros se le atribuye ser Jefe de Planta y ello se a 
acreditado con el informe de fecha 30 de abril del 2014que remite este acusado 
como jefe de planta al gerente administrativo Juan Carlos Cuadros Arenas. (…) 
sin embargo, no se ha acreditado que el acusado Locumi Quinteros tenga el 
dominio o facultades en Perú Pacifico para modificar o paralizar el funcionamiento 
de las maquinas compresoras las cuales se entiende son las producidoras del 
ruido. (…) por el contrario el señor Juan Carlos Cuadros Arenas es el gerente 
administrativo de la empresa y de acuerdo al señor medina chirinos era el gerente 
administrativo de la unidad sur, además de que el memorándum 05-2013/GA-
IPPSA el coacusado le comunica que el control de planta, indicando que es 
imprescindible realizar mayor control en las instalaciones respecto a los ruidos 
29 
 
producto de las labores cotidianas por lo que hay producción y evitar 
inconvenientes que puedan afectar al medio ambiente y mediante el 
memorándum 08-2013 el acusado Cuadros señala a Locumi que tome las 
acciones correctivas del caso a efecto de mitigar los ruidos, lo que permite 
entender que él era el encargado de velar por las cuestiones de contaminación 
sonora.” 
 
En consecuencia, el Juez señala que los hechos antes señalados configurativos 
de contaminación ambiental, se fundamentan en la remisión de memorandos 
entre los coacusados, pero se evidencian algunas situaciones: 
- No se tiene la existencia de un reglamento, manual, estatuto que avalen las 
funciones o competencias de cada acusado. 
- La acusación se encuentra dentro de una estructura de omisiva de acción, 
mientras que la sentencia establece una conducta de comisión. 
- Conforme a los memorandos se trataría de una autoría mediata de lo cual 
no hay motivación alguna. 
- Conforme a la acusación y sentencia se trataría de un delito de resultado. 
 
Estos hechos que para el juez significan la responsabilidad del acusado 
Cuadros Arenas, en mi opinión, es parcialmente correcto, ya que se verifica la 
carencia de elementos de prueba objetivos que direccionen la competencia 
funcional de cada involucrado. 
Considero que se trata de un delito de comisión por omisión puesto que se 
exige un deber especial del sujeto con el bien jurídico, en ese sentido se tenía 
que acreditar que los problemas medio ambientales se hallan en una esfera de 
competencia del sujeto y que este pudiendo no adopto las medidas necesarias. 
Entonces si era la función neta del gerente administrativo y se dio una 
delegación de funciones, en la que se establece:  
 
Delegante 
Responde por la responsabilidad 




Principal responsable de los efectos 
lesivos 
 
La aplicación del art. 314-A del Código Penal expresa la responsabilidad de los 
representantes legales de las personas jurídicas, implica al art. 23 y 27 del 
código penal que es asumido en la sentencia; se sostiene que en aplicación de 
este artículo es suficiente y automático para imputar responsabilidad al 
representante legal de la empresa; sin embargo, considero que se trata de un 
error de interpretación toda vez que no se puede atribuir responsabilidad penal 
por el solo hecho de ser gerente administrativo, por el título, sino se tiene que 
justificar la conducta omisiva de aquella persona, previa investigación fiscal. No 
basta con describir un resultado de medición sino se tiene que conectar con 
cierto comportamiento para establecer la imputación objetiva de acuerdo al 
principio de legalidad y culpabilidad, además de la exigencia de la imputación 
necesaria. 
 
Este articulo 314-A del Código Penal remite lo establecido en el art. 23 que son 
las reglas de autoría y el art. 27 que no tiene mayor implicancia ya que es el 
actuar por otro, para delito especial pero en este caso hablamos de  delito de 
contaminación ambiental como delito común. A criterio propio la aplicación del 
artículo 314- A en este caso estaría fuera de ámbito ya que distorsiona la lógica 
propia de la responsabilidad penal que se fundamenta en la responsabilidad 
personal, cada imputado responde por lo que hace o por lo que debió hacer y 
omitió su función. 
 
c) GRAVE PELIGRO 
 
El juez establece un razonamiento acorde con las declaraciones de los 
agraviados como son: “(…) Perú Pacifico tiene ruido de motores y produce 
golpes todos el día y toda la noche (…) no se puede descansar de manera 
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continua por las noches y no deja concentrarse en actividades especificas 
por el día, (…) la testigo indica estar estresada por el constante ruido. 
(…) a afectado su ánimo y tranquilidad, no puede dormir” 
 
El juez indica: “se tiene la consideración que no se trata de delitos de 
peligro abstracto respecto al bien jurídico ambiente, sino como delitos de 
efectiva lesión del interés institucional de la administración pública en que 
se cumpla el contenido de sus disposiciones de tutela ambiental. Lo cierto 
es que la calidad del ambiente determina la calidad de vida y esta es 
asociada con el desarrollo humano (…) la superación de los 50 bd genera 
un daño a la salud ambiental y de los vecinos aledaños (…).” 
 
De acuerdo a lo especificado en el plenario se especifica que se trata de un 
resultado lesivo ya que básicamente no se ha especificado nada a cerca de 
la puesta en peligro o grave peligro. Nos encontramos ante una 
problemática de establecer si se trata de un delito de lesión, un delito de 
peligro concreto o abstracto. A grandes rasgos y por eficacia de protección 
del medio ambiente se trataría de un delito de peligro abstracto ya que no s 
exige para su consumación la producción de un verdadero resultado de 
peligro como elemento típico objetivo sino únicamente la comprobación del 
carácter peligroso de acción y especificar si la conducta del agente fue 
idónea para poner en peligro el equilibrio del medio ambiente.  
 
No olvidemos que el peligro debe ser grave, conteniendo los elementos 
como la intensidad del acto contaminante, mayor probabilidad de peligro y 
la magnitud de la lesión previsible en cuanto a la prolongación en el tiempo, 
extensión de espacio, incidencia de afectación, reiteración de la conducta 
del agente, dificultad del restablecimiento del equilibrio del medio ambiente 
como criterios que acrediten la gravedad mas una base científica 
fundamental en la que pueda fundamentar su pronunciamiento. 
 




El juez de primera instancia señala: “Es la conciencia y voluntad de realización 
típica; vale decir, la esfera cognitiva y volitiva del dolo, que abarca el acto el 
saber y querer por parte del acusado de causar la contaminación ambiental.  
 
Dando a entender que se trata de un dolo directo, esto implica el conocimiento 
de parte del acusado de todos los elementos objetivos del tipo penal, siendo que 
en caso de autos el acusado en forma consiente han desplegado una conducta 
que perfectamente calza en el tipo penal denunciado. Empero no estoy de 
acuerdo con ello, ya que no hay ningún supuesto factico que así lo determine 
como tampoco hay medios de prueba que lleven a acreditar el tipo subjetivo del 
conocimiento del agente en causar daño, ya que sus funciones fueron de 
gerenciar la empresa, aunado a ello delego funciones para que se realicen los 
cambios necesarios y contribuir a aminorar la producción de ruidos al Jefe de 
Planta.  
 
Al parecer lo que se busca aquí es implicar a quien supuestamente tenia 
dominio del hecho como indica el juez sin tener en cuenta que se trata de una 
infracción de deberes de acuerdo a las competencias establecidas, en el 
plenario no se ha acreditado el conocimiento por parte del gerente 
administrativo, es más, pienso con temor a equivocarme que se pudo alegar una 
suerte de error de tipo. 
 
4. APELACION DE SENTENCIA 
Básicamente está ubicado en los siguientes fundamentos por revocatoria y 
nulidad: 
1. Se cuestiona la causalidad establecida entre el resultado de las 
mediciones con la conducta imputada basándose en el principio de 
responsabilidad personalísima. 
2. La legitimidad y representatividad del procedimiento de las mediciones 
de ruido. 
3. El giro y funcionamiento de la empresa IPP 
4. La declaración de  nulidad del informe 40-2013. 
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5. No sé a verificado los presupuestos de las consecuencias accesorias 
como sanción a la empresa. 
6. En cuanto a la reparación civil no hay fundamento factico ni jurídico que 
logre determinarlo. 
 
Los fundamentos esgrimidos por la defensa de Juan Carlos Cuadros Arenas es 
medular aunque reiterativa; al ser un tema complejo el discutido, no hubiera 
estado mal indicar que en el plenario que de acuerdo a la acusación se trataría 
de un delito de resultado por las lesiones a los vecinos y no de peligro y siendo 
de esa manera no hubo ningún medio que acredite tal circunstancia; es decir, a 
criterio personal la apelación debió profundizar respecto a la atipicidad del 
delito en el hecho denunciado. 
Respecto a la apelación interpuesta por Inversiones Perú Pacifico expresa que 
la deficiencia encontrada en la sentencia de primera instancia está en la falta 
de causalidad, en la ausencia de perjuicio lo que de igual manera traería 
consigo un caso de atipicidad; un aspecto importante de resaltar son las 
correcciones que debió realizarse y que en el plenario no fueron tomadas en 
cuenta es que se toma en cuenta el clima de la ubicación de la muestra de la 
medición de ruidos puesto que no debe contar con cierto porcentaje de 
humedad de lo contrario el resultado no sería representativo conforme a la ISO 
1996-1-1987 y vemos que se trata de una empresa de almacenamiento de 
recursos son hidrobiológicos, que esta empresa trabaja con frigoríficos y 
evidentemente se desenvuelve dentro de un ámbito mojado, húmedo por lo que 
se tenía que realizar correcciones. 
 
Otro aspecto medular de la apelación que no fue considerada en la valoración 
conjunta es que la empresa IPP contaba con dos expedientes administrativos 
de evaluación de impacto ambiental que autorizaban y daban viabilidad a todas 
las actividades a desarrollarse dentro de la empresa; que contaban con las 
autorizaciones y certificaciones de impacto ambiental y su conducción era 




En el escrito de apelación no se encuentra los fundamentos legales por los que 
se debería revocar la sentencia en cuanto a la sanción por las consecuencias 
accesorias y las consecuencias naturales que no fueron evaluadas en 
sentencia de primera instancia respecto del agraviado causado a los 
trabajadores de la misma. 
 
Normalmente el juzgado indica que no se trata de revisar el juicio sino de 
verificar y ubicar los errores facticos y jurídicos en los que habría incurrido el 
juez de primera instancia; sin embargo, considero que si se trata de verificar los 
acontecimientos ocurridos en juicio ya que la finalidad de un proceso penal es 
la búsqueda de la verdad procesal basándonos en la tranquilidad de la 
colectividad; sin embargo, cuando una de las partes no encuentra seguridad en 
cuanto a sus derechos se siente desprotegida de un derecho que va en contra 
de los suyos. 
 
5. SENTENCIA DE VISTA 
 
Del análisis de la audiencia de apelación de tiene resuelto: 
 
 Para el colegiado a especificado que los informes de medición de ruidos 
están conforme al Art. 2 del reglamento de la Ley 28611 y por ello 
cuenta con los requisitos exigidos de fondo y forma de un documento 
técnico fundamentado que concluyo que los niveles de ruido emitidos 
superaban los ECA. 
 Respecto a la declaración de nulidad del informe Nro.40-2013: el medio 
de prueba actuada en juicio es la declaración del perito escuchada y 
sujeta a contradicción y no se han declarado la nulidad de los demás 
informes. 
 Indican que el DS 085-2003-MPC lo que se mide es en LAeqT y no se 
habría establecido que norma adicional sería aplicable o en qué 
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términos es posible consultar las normas técnicas establecidas. Además 
la R.M. 227-2013 señala que no existe ninguna norma de observancia 
obligatoria que determine como elaborar un monitoreo de calidad 
ambiental. Actualmente se cuentan con dos normas técnicas (las ISO). 
 De acuerdo al Memorándum  Nº 05-2013 se determina que Lucumi 
Quinteros tenía una función jerárquica al interior de la empresa y se 
aprecia el MOF donde se especifica que el gerente administrativo era el 
encargado de la gerencia de la unidad. 
 Sobre la reparación civil si el resarcimiento del daño no pudiera ser 
probado en su monto preciso, deberá fijarlo el juez con valoración 
equitativa y por ello se les designo el monto de reparación civil. 
 
De lo analizado del tipo penal del delito de contaminación sonora no se acentuaría 
dentro de lo resuelto por Sala aun con la salvedad que lo realmente importante es 
la actuación de los elementos de prueba y la argumentación de fundamentos 
legales dentro de la etapa de juicio oral. 
 
Uno de los fundamentos para confirmar la sentencia es que el Sr. Rey Traverso 
se baso en la ley 28611 que indica los requisitos formales del informe técnico 
fundamentado; sin embargo, esta afirmación no fue dada por ninguna de las 
partes en juicio ni en audiencia de apelación; únicamente se trata de una 
salvedad expresada por el colegiado; empero nos cuestionamos sobre un aspecto 
¿donde es preferible encontrar errores en la forma o en el fondo de un informe 
técnico documentado? No se trata solo de determinar que títulos se pusieron al 
informe sino del procedimiento legal para establecer un resultado; es decir, se 
trata de circunstancias especializadas de medición que no están subordinadas a 
cualquier proceder sino a uno que tenga respaldo científico para tratar de 
determinar un aspecto por seguridad legal; en ese sentido es que se dan las 




Otro aspecto obviado en la sentencia de vista es que no se puede aplicar la ley de 
manera antojadiza y parcial, me refiero a que cuando la parte acusadora exige 
que se respete los parámetros de calidad ambiental en decibeles del DS 085-
2003-PCM pero que no se tome en cuenta su primera disposición transitoria que 
se trata de la aplicación de normas internacionales para el procedimiento de 
medición de ruidos, hace una exquisitez en la parte que supuestamente le es 
favorable. Lo extraño es que la sentencia de vista lo tome de la misma manera, 
cuando en realidad una ley debe ser aplicada en su conjunto e interpretada de la 





1. El delito de contaminación sonora es complejo, por ello es necesario 
establecer todos los criterios de manera clara y concisa de tipicidad y 
subsumirlo en los facticos investigados. 
 
2. En el delito de contaminación sonora requiere un informe fundamentado 
realizado por un especialista en el campo específico y que este cuente con 
la normativa y aplicación vigente. 
 
3. Es preciso determinar la causalidad entre la conducta realizada por el 
agente con el resultado de la emisión de ruidos. 
 
4. El tratarse de un delito colectivo de contaminación ambiental se deberá 
determinar si fue de lesión o de peligro y en todo caso de que tipo de 
peligro se trataría para no tener complicaciones al momento de la 
acreditación del daño grave que se requiere en el tipo penal.  
 
5. En el procedimiento de medición se debe tomar las previsiones exigidas 
por la norma, dos aspectos importantes son la ubicación y la existencia de 
otras fuentes de ruido que contribuyen al mismo. Esto deberá ser 
consignado en la hoja de campo realizada por el especialista. 
 
6. No se trata de administrativizar al derecho penal, son ámbitos diferentes y 








Dentro de un estado constitucional de derecho lo que prima es la protección de 
los derechos constitucionales, ahí es donde el estado debe velar por el 
cumplimiento de las garantías de un debido proceso, así pues, para establecer un 
tipo penal especifico como el delito de contaminación ambiental sonora es preciso 
establecer los parámetros en los que se podría subsumir. 
 
Se sabe que los hechos pueden ser infinitos, empero si se trabaja con un tipo 
penal claro, coherente y concreto se habrá definido los límites del uis puniendi. De 
lo contrario se abren puertas de arbitrariedad por parte de las autoridades, se 
resuelve en base de suposiciones y generalidades vagas que carecen de 
logicidad jurídica. 
 
En el caso que analizamos, hemos evidenciado que el A Quo funda su sentencia 
en hechos no precisamente señalados en el relato factico de la acusación escrita, 
como la naturaleza de la comisión del delito de omisión, sin embargo, en la 
sentencia de tomo como un delito de acción sin tener factico que así lo acredite, 
¿eso vulnera el principio acusatorio? 
 
La acusación tiene una tesis de imputación que debe cumplir con las exigencias 
del art. 344 del C.P.P. porque el efecto jurídico de la omisión de este articulo 
traería consigo el sobreseimiento, en el caso concreto en la etapa intermedia del 
proceso penal no se a realizado un correcto saneamiento dejando pasar algunas 
omisiones de gran importancia respecto de la subsunción al tipo penal.  
 
Tratamos un tema específico y especializado, por ello, se requiere no solo la 
aplicación del Decreto Supremo 085-2003-PCM, sino de toda la Ley General del 
Ambiente en su conjunto para poder determinar cuestionamientos imprescindibles 
al momento de su aplicación; el Ministerio Publico al parecer basa su teoría del 
caso únicamente en el DS 085-2003; sin embargo, la Ley General del Ambiente 
cuenta con artículos que serían de mayor utilidad al momento de subsumirlo 




Así mismo, la sentencia de vista a fundamentado su decisión en la aplicación de 
la Resolución Ministerial Nro. 227-2013-MINAM, con el objetivo de aclarar las 
dudas existentes respecto al procedimiento de medición de ruidos, la frase mejor 
utilizada aquí expresa “a la fecha no existe ninguna norma de observancia 
obligatoria que determine como realizar un monitoreo de calidad ambiental para 
ruidos. Actualmente se cuenta con dos normas técnicas peruanas emitidas por el 
INDECOPI 
 
a) NTP-1SO1996- l: 2007, descripción, medición y evaluación del ruido 
ambiental. Parte 1: Índices básicos y procedimiento de evaluación, y;  
 
b) NTP-1SO1996-2: 2008, descripción, medición y evaluación del ruido 
ambiental. Parte 2: Determinación de los niveles de ruido ambiental. Sin 
embargo, dichas normas sólo son de carácter voluntario y no establecen 
ninguna obligación de ser observadas por las entidades públicas y 
privadas al momento de realizar los monitoreas”. 
 
Precisamente se elaboró un proyecto de Protocolo Nacional de Monitoreo de 
Ruido Ambiental; donde se indicaban las pautas a establecerse sobre todos los 
procedimientos de medición de ruidos; sin embargo, este nunca llego a aprobarse 
por lo tanto, la primea disposición  transitoria del D.S. 085-2003-PCM continua en 
vigencia por no haber otra norma que indique específicamente cual es el 
procedimiento a seguir. Aunado a ello conforme a la Ley General del Ambiente 
indican que las normas semejantes y especializadas internacionales tendrán 
preeminencia en su aplicación a la hora de indicar un procedimiento de medición 
de ruidos. 
 
Lo preocupante aquí es la aplicación de un proyecto no aprobado, nos regimos 
bajo principios y reglas del juego que no se pueden quebrantar por la aplicación 




En ese entendido es recomendable la aplicación de dispositivos normativos 
vigentes, de normas aprobadas con la finalidad de contar con previsibilidad 
jurídica por parte del juzgado y no estar inmersos en la incertidumbre de la 
aplicación de cualquier otra norma no vigente que vulnere de sobremanera los 
derechos constitucionales de la persona. 
 
Por lo que recomendamos establecer de manera clara la tipicidad del art. 304 de 
contaminación ambiental en especifico en cuanto a la contaminación sonora, para 
que haya una línea uniforme a cerca de cuando iniciar un proceso penal que no 
vulnere derechos fundamentales y cuando establecer el hecho dentro del ámbito 
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